
  
    [image: portada]

  


  
    


    [image: ]

  


  
    
      SÍGUENOS EN


      [image: Megustaleer]


      [image: Facebook] @Ebooks

      

      [image: Twitter] @megustaleermex

      

      [image: Instagram] @megustaleermex


      [image: Penguin Random House]

    

  


  
    
      Para Bibiana, por todo.

      Para Graciela, en su lucha.

    

  


  
    
      Yo no hablo de venganzas ni perdones, el olvido es la única venganza y el único perdón.


      JORGE LUIS BORGES


      La historia es la lucha de la memoria contra el olvido.


      MILAN KUNDERA

    

  


  
    
      Prólogo a la edición de 2019


      La historia de los grandes acontecimientos del mundo apenas es más que la historia de sus crímenes.


      VOLTAIRE


      Entender al gobierno mexicano en algunos temas clave para la seguridad nacional es muy difícil. Las mismas autoridades, hasta los mismos funcionarios, hablan de abrazos y no balazos y desde el poder se justifica a los más violentos, diciendo que los narcotraficantes no son criminales sino pueblo, que no se les debe reprimir, al mismo tiempo que esos criminales asesinan soldados, policías, a miles de personas cada mes. Se asegura que se quiere la reconciliación y el imperio de la legalidad y se califica, desde el propio Estado, de “valientes” a los jóvenes que mataron a uno de los principales empresarios del país; se festeja a quienes atacaron y dejaron un saldo de seis soldados muertos, un cuartel militar, y se reivindica la figura de los sobrevivientes de aquel ataque.


      Las expresiones del antiguo director del Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones, Pedro Salmerón, sobre el asesinato de Eugenio Garza Sada, en septiembre de 2019, cuando calificó de “jóvenes valientes” a los asesinos, no fueron un simple exabrupto de un funcionario cegado por el ideologismo.


      La propia Secretaría de Cultura, de la que ahora depende ese instituto, otorgó el 22 de septiembre, en lo que fuera la residencia oficial de Los Pinos, en el salón López Mateos, el Premio Nacional Carlos Montemayor a los sobrevivientes del ataque guerrillero al cuartel militar de Madera, Chihuahua, en donde murieron seis soldados. En el lugar está el mensaje.


      El premio le fue otorgado “a Florencio Lugo Hernández y Francisco Ornelas, ambos sobrevivientes del asalto al cuartel de Ciudad Madera, en la sierra de Chihuahua, el 23 de septiembre de 1965, evento histórico que marca el inicio de la etapa de lucha guerrillera en México”, dice el comunicado, y agrega que “aunque es un hecho casi desconocido por el grueso de la población, el movimiento armado iniciado en 1965 cundió por todo el país, involucró a miles de personas e impactó profundamente en la realidad nacional, logrando imponer un viraje en el rumbo de la nación”, explicó el comité, avalado por la Secretaría de Cultura y encabezado por David Cilia Olmos, un exintegrante de diversos grupos armados. En un evento con los premiados, Cilia Olmos declaró que el asesinato de Garza Sada se debía a que era el representante de la oligarquía en México y que en aquellos años el país estaba en guerra.


      México no estaba en guerra ni el país vivía bajo una dictadura (quien lo asegure jamás ha vivido bajo una); existía un régimen con fuertes rasgos autoritarios, pero también se gozaba de muchas libertades. La guerrilla de aquellos años no cambió, para bien, ni remotamente el rumbo histórico del país. Garza Sada no era el representante de ninguna oligarquía sino uno de los empresarios más emprendedores y solidarios de México.


      Lo que sucede es que como la realidad no nos gusta, preferimos obviarla o no colocar la información en manos de la opinión pública para que ésta, como si fuera menor de edad, no se asuste con ella. Hace años publicamos en Letras Libres un largo estudio titulado “¿Por qué no despierta el México bronco?”, donde tratamos de explicar, primero, por qué existían estos grupos armados y cuál era su grado real de influencia, y segundo, por qué no existen en nuestro país condiciones “revolucionarias”, como algunos aún creen, y por qué esos grupos no pueden “despertar al México bronco”.


      Partíamos de una declaración de Winston Churchill, que aseguraba que “el político debe ser capaz de predecir lo que va a pasar mañana, el mes próximo y el año que viene y explicar después por qué no ocurrió”. En México deberíamos seguir el consejo de Churchill: debemos predecir esos hechos y luego explicar por qué no sucedieron. Pero nuestros políticos actúan de la forma exactamente contraria: niegan o crean una realidad alterna y después, cuando ésta les estalla en la cara, tratan de explicarnos por qué se dio ese estallido sin que ellos pudieran predecirlo. O se contradicen abiertamente. Así sucedió en 1994 en Chiapas.


      La primera edición de Nadie supo nada estuvo marcada por la elección de 2006. El libro describía cómo uno de los principales empresarios del país era asesinado en un intento de secuestro por un comando guerrillero infiltrado por la Dirección Federal de Seguridad (DFS), durante el gobierno más claramente populista de nuestra época contemporánea, como lo fue el de Luis Echeverría Álvarez. Aquello no podía pasar desapercibido en la lucha electoral, la más cruenta que hemos tenido en décadas, donde se enfrentaban dos modelos de país, dos modelos de desarrollo, uno de los cuales parecía evidentemente emparentado con aquél.


      Han pasado los años y hoy, a finales del 2019, Andrés Manuel López Obrador, uno de los contrincantes de entonces, es presidente de la República y está a punto de cumplir un año en el poder. Saber qué rumbo terminará tomando su administración es casi una adivinanza: puede terminar dando una vuelta de tuerca al viejo echeverrismo o puede tratar de compaginar la justicia social con un desarrollo económico que garantice la seguridad. Si avanza hacia la primera opción, sus posibilidades de éxito se acotarán dramáticamente. Lo que es indudable es que sin acabar con la inseguridad y la violencia no podrá tener ni crecimiento ni desarrollo.


      La violencia, en todas sus formas, desde la política hasta la del narcotráfico o el crimen organizado, está en demasiadas ocasiones ligada, muy directamente, al poder. Saber, sobre todo cuando se vive o se percibe un clima de violencia, quién ordenó o ejecutó un crimen político suele ser un ejercicio vano. Pero a veces los responsables dejan huellas que permiten saber qué fue lo ocurrido, quiénes fueron los responsables por acción u omisión, cómo se desarrollaron los acontecimientos.


      Años atrás, revisando la documentación de la DFS que había sido trasladada al Archivo General de la Nación en el antiguo Palacio de Lecumberri, durante el gobierno de Vicente Fox, encontré documentos que permitían confirmar que la muerte del presidente de la Cervecería Cuauhtémoc y líder empresarial del Grupo Monterrey, ocurrida el 17 de septiembre de 1973 tras un frustrado intento de secuestro por una célula guerrillera, había sido una acción consentida, conocida previamente y realizada con el visto bueno implícito del gobierno en turno, que encabezaba Luis Echeverría.


      El crimen, en términos políticos, quedó en la impunidad. Hay dos tipos de impunidad: la que simplemente deja los crímenes sin castigo, y la que aparenta hacer justicia castigando a algunos responsables pero jamás toca a quienes los instigaron y permitieron. Hemos tenido muchos crímenes de este tipo en nuestro país. Queda claro que Mario Aburto mató a Luis Donaldo Colosio, pero nunca hemos sabido a ciencia cierta quién o qué lo llevó a cometer ese crimen. Sabemos que Daniel Treviño mató a José Francisco Ruiz Massieu y sabemos quién lo contrató, pero nunca hemos conocido los móviles y a los verdaderos responsables de esa muerte. Sabemos que José de León Toral mató a Álvaro Obregón, pero nunca hemos conocido a fondo la conspiración que hubo detrás, ni por qué el cuerpo de Obregón estaba atravesado por muchos más disparos de los que pudo hacer el asesino.


      Uno de esos casos en que la responsabilidad política ha quedado impune es el asesinato de don Eugenio Garza Sada. Sin embargo sabemos quiénes fueron los responsables de esa muerte.


      Dicen que la historia se repite, primero como tragedia y luego como comedia. Pero en ocasiones la tragedia regresa una y otra vez sin que podamos entender cómo no hemos aprendido de ella. Es necesario rememorar lo que sucedió hace ya casi medio siglo, porque muchos de los actores siguen en el escenario, física o políticamente. Porque no hemos aprendido de la historia. Porque en la búsqueda de una nueva mitología política el revisionismo va de la mano con la tergiversación de la historia real, la documentada, la que cuenta hechos que tanto daño provocaron y siguen provocando en una sociedad lastimada, expoliada, con un tejido social desgarrado que necesitamos restaurar desde el poder y desde la calle, desde la historia real hasta la justicia cotidiana. Decía Albert Camus que “si el hombre fracasa en conciliar la justicia y la libertad, fracasa en todo”. Nada es hoy más urgente en nuestro país.
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      El asesinato de un líder empresarial


      La mentira no está en el discurso, está en las cosas.


      ITALO CALVTNO


      La mañana del 17 de septiembre de 1973 era asesinado en Monterrey don Eugenio Garza Sada, sin duda el empresario más importante de su generación. Desde entonces y hasta hoy no ha existido una versión oficial convincente sobre lo ocurrido aquella mañana. La muerte de Garza Sada ha quedado como uno de los capítulos más oscuros de nuestra historia reciente en el que se engarzan desde la aventura política de grupos armados radicales hasta especulaciones políticas del poder para restarle espacios a una iniciativa privada como la regiomontana, que había crecido con parámetros y principios ideológicos diferentes a los del centro; una historia que incluye la participación de los servicios secretos infiltrados en los grupos que planearon y ejecutaron el asesinato, guerrilleros que trabajaban consciente o inconscientemente para esos servicios y otros que no sabían, en realidad, qué intereses estaban representando, acompañados por unos terceros que eran verdaderos novatos en esos ámbitos; una lucha de intereses económicos, políticos y comerciales que buscaban evitar la compra, por parte de los grupos empresariales que representaba Garza Sada, de medios de comunicación nacionales; una pugna ideológica, ya que al mismo tiempo que se quería evitar el acercamiento de los empresarios del norte del país con Estados Unidos y se enarbolaba una política tercermundista y de apoyo a los llamados movimientos de liberación nacional, quería y necesitaba enlazarse a los principios de una estrategia antisubversiva que emanaba de Washington y que los combatía.


      Todo eso y más estuvo en juego, participó en la conjura que terminó con la muerte de Eugenio Garza Sada. Una historia en la que confluye, además, el factor humano: la traición, la ambición, la inexperiencia, la ignorancia. Esta es la historia de su asesinato como la podemos conocer ahora, gracias, en buena medida, a la apertura de parte de los archivos de la antigua Dirección Federal de Seguridad (DFS). Ahí están reflejados los actores, los movimientos, los intereses en juego. Utilizamos también los medios de esa época y algunas investigaciones posteriores.


      Se podrá argumentar que en estas páginas no está toda la verdad: es probable; se escondieron demasiado tiempo los testimonios, y muchos documentos, hasta el día de hoy, continúan desaparecidos, pero para tratar de conocer esa verdad hubo que llegar hasta las catacumbas, hasta el drenaje profundo de un sistema político que en aquellos días demostraba que había comenzado su inevitable deterioro y debía recurrir, cada vez más, a esos operadores de lo profundo para poder sobrevivir.


      Y en ese contexto inevitablemente los testimonios, las historias, también terminan opacados, contaminados por su propio origen. Pero ésta es una parte central, ineludible de la verdad. La que permite explicar los porqués de una muerte absurda e injusta, pero también una forma de hacer y entender la política que no ha muerto, que allí está y ha sobrevivido a la transformación democrática del país. De esta historia, muchos de cuyos protagonistas siguen, de una u otra forma, entre nosotros, debemos aprender, sobre todo, para no repetirla.


      ***


      Desde hacía poco más de un año y medio antes de que se diera el intento de secuestro y asesinato del empresario Eugenio Garza Sada, presidente del Consorcio Industrial Cervecería, corazón del Grupo Monterrey, el 17 de septiembre de 1973, la DFS sabía que se estaba organizando esa acción, tenía conocimiento de quiénes estaban participando en el comando que planificaba ese secuestro para obtener cinco millones de pesos y la liberación de un grupo de presos políticos como recompensa e incluso tenía, por lo menos, una persona infiltrada en ese grupo, la cual le proporcionó informes precisos sobre quiénes y cómo pensaban realizar esa acción. Y no hizo nada para impedirlo.


      En un documento desclasificado de la desaparecida DFS, marcado con el expediente 11-219-972, en el legajo dos, hojas 46 y 47, actualmente en poder del Archivo General de la Nación (AGN), se encuentra un detallado informe enviado por un representante de la DFS en Monterrey, Ricardo Condelle Gómez, dirigido al “C. Director Federal de Seguridad” (entonces Luis de la Barreda Moreno) y titulado “Asunto: estado de Nuevo León: planes de secuestro de los industriales Eugenio Garza Sada y Alejandro Garza Lagüera”. El documento está fechado el 22 de febrero de 1972, un año y medio antes de que el intento de secuestro del primero, que terminó en su asesinato, se materializara. El presidente en funciones era Luis Echeverría Alvarez y el secretario de Gobernación, Mario Moya Palencia: la DFS actuaba bajo órdenes estrictas de ambos funcionarios.


      Las historias que cuentan ese documento, en nuestro poder, y varios otros expedientes desclasificados de la DFS sobre el caso y que están en el AGN, especifican las investigaciones previas y posteriores al asesinato del empresario regio-montano y son una muestra clara de cómo las líneas entre los organismos de información e inteligencia política del Estado, algunos miembros de los grupos armados y la delincuencia común, se entremezclaban con jóvenes idealistas, revolucionarios profesionales e infiltrados que jugaban, en muchas ocasiones, en varios bandos.


      Siempre la sociedad regiomontana sospechó que el asesinato de Garza Sada podía haber sido instigado u organizado desde el poder, cuando el presidente de la República era Luis Echeverría Álvarez. Hoy podemos afirmar, con base en esta documentación, que por lo menos la DFS tenía conocimiento preciso de que se estaban organizando esas acciones desde un año y medio antes y no se tomó previsión alguna, ni siquiera se comunicó de esa posibilidad a los dos empresarios amenazados: los señores Garza Sada y Garza Lagüera.


      EL INFORME DE 1972


      El documento remitido a la DFS el 22 de febrero de 1972, titulado “Nuevo León: planes de secuestro de los industriales Eugenio Garza Sada y Alejandro Garza Lagüera”, dice textualmente que “Manuel Saldaña Quiñónez (a) Leonel, que fue reclutado como profesional de la guerrilla por Héctor Escamilla Lira (a) Víctor, en septiembre de 1971, fue descubierto como policía en la segunda quincena de marzo de octubre del mismo año”. Fue interrogado por Raúl Ramos Zavala, uno de los líderes del grupo que se convertiría luego, después de varias escisiones, en la Liga Leninista Espartaco, parte a su vez de la Liga 23 de Septiembre, “sobre las sospechas que se tenían de que él sirviera a la policía, contestando Leonel afirmativamente, por lo que Ramos Zavala ordenó a Víctor que lo incomunicara en una casa de seguridad que se tenía en General Escobedo, Nuevo León, hasta el 15 de noviembre, en que los comandos Carlos Lamarca y Pablo Alvarado (de dicha organización) se sintieron seguros de no ser aprehendidos por las denuncias de Leonel, al cual volvieron a interrogar sobre sus sospechas de que fuese policía, por lo cual Leonel —continúa el documento—, más seguro, les dijo que él no quería evitar que se sospechara de él, por lo que quería que se convencieran, a lo que agregó Raúl Ramos Zavala que en vistas de que no habían sido descubiertos por la policía en los asaltos a los Bancos Regional del Norte, sucursal Guadalupe, a la camioneta bancaria del Banco de Nuevo León y a los supermercados Lozano, Azcúnaga y el de la calle Bolívar y Francisco I. Madero, por lo que le retiraban las sospechas y para demostrarle su confianza lo llevarían a su casa para que se procurara ropa y llevarlo a pasar unas vacaciones [sic] a México”.


      Leonel, Manuel Saldaña Quiñónez, era un meticuloso informante de la DFS que, siguiendo la línea de muchas corporaciones de esas características, lo infiltró en el comando guerrillero y dejó que se fueran produciendo hechos armados sin intervenir para que se ganara la confianza de los mandos de la organización y pudiera penetrar más profundamente en ella. Eso es lo que hizo Leonel, con la ingenua complicidad de los otros miembros del comando.


      En la Ciudad de México, continúa el informe de febrero de 1972, Leonel fue hospedado “en la casa número 18, apartamento 5, de Casas Grandes, colonia Narvarte, donde se encontraban viviendo Gustavo Hirales, Pablo Moran, Marcos Hirales, Darío Moran y Sergio Dionisio Hirales Moran (alias El Pachis o Ulises); Raúl Ramos Zavala (alias David ); Hebert Matus Escarpulli y Bonfilio Cervantes Tavera”. En ese lugar, continúa el documento, “se reunían los dirigentes del núcleo central que integraban Ignacio Salas Obregón (alias Vicente); Raúl Ramos Zavala (alias David ); José Luis Sierra Villarreal [alias Óscar y, agreguemos nosotros, actualmente periodista de Por esto! de Mérida y esposo de la señora Dulce María Sauri, exlíder del PRI]; Gustavo Hirales Moran (alias Pablo) y los hermanos de éste, y Bonfilio Cervantes Tavera, asistiendo a las reuniones Leonel y Hebert Matus Escarpulli”.


      En una de esas reuniones del núcleo central, cuenta el informe de la DFS firmado por Ricardo Condelle Gómez enviado a la Dirección Federal de Seguridad en febrero de 1972, “aproximadamente el 4 de diciembre [de 1971] efectuaron una junta donde hicieron un balance de las acciones que dieron como resultado que como se habían sacado adelante todos los planes y que periodísticamente se había conseguido un impacto, que el efectivo estaba sosteniendo la situación y se contaba con armas que había conseguido José Luis Sierra (alias Óscar) y que podía conseguir más en Guadalajara” (la sintaxis es la original).


      
        Fue entonces —sigue el documento de la DFS— cuando Raúl Ramos Zavala y José Luis Sierra Villarreal propusieron efectuar un secuestro de una persona que pagara inmediatamente un rescate de varios millones de pesos para comprar más armas y una radioemisora, para la transmisión clandestina de mensajes revolucionarios, que en esta operación ya Jorge Alberto Sánchez Hirales estaba comisionado para comprarla en Estados Unidos y que Leonel sería quien se encargaría de su operación y mantenimiento clandestino, que para el estudio de los planes de secuestro se comisionó a Víctor (Héctor Escarnirla Lira), quien empezó a recortar en los periódicos de Monterrey los desplegados bancarios de los balances, teniendo una lista de nombres de personas que firmaban dichos balances y que se habían conseguido direcciones de sus domicilios y lugares de los negocios o bancos donde se los podía encontrar. Mientras Óscar (Sierra Villarreal) y David (Ramos Zavala) seleccionaron un grupo de 10 o 12 personas para efectuar el secuestro.

      


      Pero, sigue este informe hasta ahora confidencial, “el 8 de diciembre de 1971 Leonel (que era la persona infiltrada en el grupo) regresó a Monterrey y supo por boca de Víctor (Escamilla Lira) que a Óscar y David no les había gustado la investigación de las personas que firmaban los balances como para candidatos para ser secuestrados, dando los nombres de los señores Eugenio Garza Sada y Alejandro Garza Lagüera”. Y concluye el informe que “de este plan se dieron cuenta en México Hebert Matus Escarpulli, que estudiaba Ciencias Políticas en la UNAM y que decía tener a su esposa en el estado de Guerrero colaborando con Genaro Vázquez Rojas, y Jorge Alberto Sánchez Hirales”.


      Más de un año y medio después ese plan, establecido desde diciembre de 1971 y del que tuvo conocimiento la DFS desde febrero de 1972, se llevaba a cabo y concluía con el asesinato del principal empresario regiomontano. La DFS siempre tuvo, ya lo veremos más adelante, posibilidad de control sobre buena parte de esa organización.


      GARZA SADA: LAS FICHAS DE LA DFS



      La primera ficha sobre don Eugenio Garza Sada en los archivos de la antigua DFS data del 6 de agosto de 1954, pero el primer reporte importante sobre su persona tiene fecha del 7 de mayo de 1965, cuando recibe en representación del sector privado de Nuevo León al entonces presidente Díaz Ordaz. Ocupa especial atención en los siguientes documentos sobre sus actividades una ficha, de la que no se pudo encontrar el original en el AGN, de un largo discurso del entonces exdirigente priista Carlos Madrazo (padre del expresidente nacional del PRI, Roberto Madrazo) donde éste califica a Eugenio Garza Sada como “la cabeza de un grupo de industriales de Monterrey que quieren tomar el poder de la mano con la llegada de Richard Nixon al poder en Estados Unidos”.


      Los demás documentos sobre su persona son un pormenorizado recuento de sus actividades como líder empresarial y sobre todo de sus relaciones con grupos de la Iglesia y de las universidades privadas en Monterrey. Especial importancia le otorgan a su participación en la organización católica de universitarios. Pero no queda un solo documento en los actuales archivos de la DFS que le den continuidad a ese informe de febrero de 1972 sobre el intento de secuestro de Garza Sada y Garza Lagüera, a pesar de que se relata posteriormente con lujo de detalles cómo se consiguieron las armas, cómo se organizaron los comandos y cómo se realizó el atentado e incluso cuando algunos de los detenidos se refieren a esa planificación.


      EL INTENTO DE SECUESTRO Y LA MUERTE DE GARZA SADA



      El primer informe sobre la muerte de Garza Sada lo envía horas después de los hechos el propio director de la DFS, Luis de la Barreda Moreno, a sus superiores, el secretario Moya Palencia y el presidente Echeverría. Está fechado en Monterrey, o sea que allí ya estaba De la Barreda Moreno, el mismo 17 de septiembre de 1973. Dice que “a las 9:05 de hoy en las calles de Villagrán y Luis Quintanar de esta ciudad, 6 individuos de aproximadamente 23 y 24 años que portaban pistolas automáticas y uno de ellos metralleta, tripulando una camioneta pick-up color azul, desconociéndose el modelo y marca, interceptaron el automóvil Ford Galaxie modelo 1970, color negro, placas de Nuevo León RHK-588, y trataron de secuestrar a Eugenio Garza Sada, presidente del Consorcio Industrial Cervecería”. Continúa el informe del director de la DFS diciendo que “el individuo de la metralleta vestía una playera café con franja beige y bajó de la camioneta con tres más, apuntando con sus armas al vehículo de Garza Sada, el ayudante de éste, Modesto Torres, disparó a los asaltantes, registrándose un tiroteo, cayendo heridos los citados Garza Sada y Modesto Torres, además de Bernardo Chapa, chofer del industrial”. El informe sigue diciendo que dos de los atacantes habían resultado muertos, según testigos presenciales, y que “patrullas de la Policía Preventiva local se trasladaron a los terrenos conocidos como el predio Tierra y Libertad con el fin de tratar de localizar a los asaltantes”. Menos de una hora después del atentado, “a las 10 horas se tuvo conocimiento de que los tres heridos que fueron trasladados al hospital Muguerza, habían fallecido”. A las 11 horas ya habían sido localizados en un automóvil Falcon los cadáveres de los dos atacantes que habían resultado muertos. El informe del director de la DFS presta particular atención a las acciones que realizaría al día siguiente la iniciativa privada regiomontana y a la llegada a Monterrey del entonces secretario de Educación Pública, Víctor Bravo Ahuja.


      Hay un primer intento de identificación de los cadáveres.


      
        José María Uranga Martínez —según este documento—, miembro del grupo Los Topos de la Liga de Comunistas Armados, perteneciente al sector minero, sección 67, en su mayoría extras que encabeza Fortunato de la Rosa Barrón y quienes han participado en varias acciones de terrorismo, tales como volar con explosivos algunas plantas de la factoría Fundidora Fierro de Monterrey, S. A., identificó el cadáver de la persona que había venido siendo señalada como El Borrado, el cual se dedicaba a gestionar credenciales, placas para manejar y para identificación de vehículos en el Departamento de Tránsito de Monterrey y el que en vida llevaba el nombre de Raúl; trabajaba como extra en el departamento de raya de la compañía mencionada.

      


      ¿Quién era en realidad este Raúl o El Borrado que aparece en el primer informe, plenamente identificado, que gestionaba placas y hacía trámites gubernamentales en Monterrey y que luego no vuelve a ser nombrado jamás en las siguientes indagatorias? Porque casi al mismo tiempo que De la Barreda enviaba este informe a sus superiores, sus hombres presentaban en otro documento confidencial, entregado apenas un día después, una información completamente diferente. Ya regresaremos a ellos, pero al mismo tiempo se registra otra acción que no es explicada. El mismo De la Barreda Moreno envía la mañana del 18 de septiembre otro extenso informe a sus superiores (el secretario de Gobernación y el presidente de la República, Moya Palencia y Echeverría Álvarez) donde relata con detalle la publicación de un desplegado en el periódico Tribuna de Monterrey, en el que, además de lamentar la muerte de Garza Sada, pregunta “hacia dónde nos llevan nuestros políticos demagogos, que cada vez vociferan y alardean de los sistemas comunistas. ¿Por qué aguantamos asaltos, robos, asesinatos, terrorismo, etc. y por qué no exigimos que en lugar de premiar a esta bola de comunistas con puestos en el gabinete y en otros organismos de gobierno, como Flores de la Peña, una de las cabezas principales de la conjura del 68 y ahí lo tienen, como ministro de Patrimonio Nacional alardeando de ayudar al presidente Salvador Allende, regalándole dinero, petróleo y comestibles, los cuales le hacen falta al pueblo de México? ¿Cómo esperamos que haya tranquilidad en el país si tan pronto se agarran dos o tres terroristas o asaltabancos los dejan libres y con puestos en el gobierno?” El resto del documento es una larga defensa del golpe de Estado que acababa de producirse en Chile ocasionando la muerte de Salvador Allende (la cual festeja porque, dice, “muerto el perro se acabó la rabia”), rechazando la política de asilo de México y argumentando que se está “llevando a México hacia el comunismo disfrazado de nacionalismo o como lo quieran llamar”. Invita a los políticos en el poder “a irse a vivir a Cuba o a Rusia” y pide finalmente a “los señores de la judicial” que maten, que no encarcelen a “los terroristas, asaltabancos y secuestradores porque si no al rato salen libres y es cuento de nunca acabar”.


      Pero lo interesante de todo esto, como lo consigna el propio informe de la DFS, es que ese documento está firmado por la Unión de Trabajadores del Norte, Zona Monterrey, con domicilio en Morelos 80, Ciénaga de Flores, N. L., y por su presidente Cayetano Tapia. El punto es que, según el informe de la DFS, no existía ninguna persona de nombre Cayetano Tapia en el estado, nadie conocía de la existencia de la Unión de Trabajadores del Norte ni el domicilio legal de ésta.


      LA INVESTIGACIÓN OFICIAL


      Al mismo tiempo que en la morgue de Monterrey identificaban a uno de los muertos en el intento de secuestro como Raúl o El Borrado, muy lejos de allí, en Nuevo Laredo, Tamaulipas, las mismas fuerzas de la DFS estaban realizando una investigación completamente diferente y hacían las primeras detenciones. El subdirector de la DFS, Miguel Nazar Haro, se instaló en el rancho El Uro, a 20 kilómetros, dice otro informe confidencial,1 de la carretera Nacional-Monterrey. Allí, aparentemente, fueron concentrando a los detenidos en diversos operativos realizados en Nuevo Laredo y la historia que surgió fue otra.


      Sólo por un anillo de bodas que portaba uno de los dos cadáveres encontrados en el Falcon dos horas después del atentado y que traía inscrito el nombre Silvia, sin explicar cómo, las fuerzas de la DFS capturaron a María Silvia Val-dez de Rodríguez, esposa de Javier Rodríguez Torres, la que inmediatamente manifestó, dice el documento, que


      
        desde hace tiempo éste se encontraba apasionado de sus ideas, ya no marxistas o sindicalistas, sino violentas, al grado de transformar su carácter en hosco y huraño, que acostumbraba leer literatura guerrillera y que atendía únicamente a invitaciones para reunirse en lugares desconocidos por ella con una persona que se hace llamar Héctor […] que mantenía amistad con su compadre Hilario Juárez García, con el que presentía estaba comprometido en algún movimiento guerrillero, confirmando esto el lunes pasado cuando escuchó la radio a las 12 horas dando a conocer los acontecimientos ocurridos en la ciudad de Monterrey y anunciando la muerte de dos personas, por lo que fue a la casa de su comadre Sanjuana Velázquez de Juárez comentándole la idea de que Javier Rodríguez Torres y su esposo Hilario Juárez García eran los responsables de tales hechos.

      


      El documento señala que también fue detenida la señora Sanjuana Velázquez de Juárez, la que confirmó que su esposo, Hilario, estaba relacionado con su compadre Javier en actividades guerrilleras y que eran citados por un individuo llamado Max (en otros documentos aparece como Marx), por otro apodado Rica (Ricard), el citado Héctor y otra persona de nombre Miguel Velázquez Castillo. También es interrogado el hermano de Hilario Juárez, maestro en una escuela rural en Tula, Tamaulipas, que afirmó que su hermano (al que calificó como “marxista y violento que trata por este medio de implantar el socialismo”) había ido a visitarlo horas después del asesinato del industrial para pedirle algo de dinero y para que lo dejara dormir unas horas en la escuela rural. A las cuatro de la mañana, diciendo “que quisiera volver a nacer”, abandonó el ejido de Tula y abordó un autobús hacia San Luis Potosí.


      Unos días más tarde, la investigación oficial de la DFS ya está, supuestamente, completa. El 23 de septiembre Javier Rodríguez Torres es señalado como uno de los muertos en la acción. Un día antes se detiene a Héctor Gutiérrez Martínez, quien acepta que era parte de un grupo armado del que participaban Rodríguez Torres e Hilario Juárez, además de Raymundo Mejía (El Rica o Ricard ), que era el que los dirigía, y relata que habían realizado varios asaltos bancarios (algunos de ellos los mismos que en 1972 señalaba el informe enviado por Ricardo Condelle Gómez a la DFS). También en ese informe se identifica como parte de ese grupo a Fernando Martínez y a Juan Corral, originarios de Chihuahua, y a Maximino Madrigal Quintanilla (el que es llamado Max o Marx), que según la esposa del fallecido Rodríguez Torres era el que encabezaba al grupo. En la casa de éste, dice el informe sin explicarlo, se encontró una nota que decía: “Camarada Max: he visto a Gutiérrez y a Favela. Ellos están muy interesados en que las fichas de nosotros fueran sustraídas y destruidas, no sé cuánto tendremos que pagar pero hay que destruirlas porque nos estorban para una futura acción que llevemos a cabo”. Nunca se investigó el contenido de esa nota, ni qué fichas debían ser destruidas ni en dónde ni por quién.


      Al día siguiente, 24 de septiembre, la DFS presentó un informe completo y oficial, para el expediente judicial, de la investigación. Allí se reconocía que el mismo día 17, por el anillo de bodas que portaba uno de los fallecidos (que sólo tenía la inscripción “Silvia 12-25-70”) se localizó en Nuevo Laredo a la esposa de Rodríguez Torres y se estableció que éste era uno de los fallecidos. Se confirmó que su compadre Hilario Juárez participó en el atentado y luego otro detenido, de nombre Héctor Gutiérrez Martínez, hizo un largo relato del grupo político al que pertenecían, la Liga Leninista Espartaco, de sus intentos de establecer una guerrilla rural en Durango, de los asaltos a distintos bancos en Monterrey y Nuevo Laredo y cómo utilizaron esos recursos, en parte, para la compra de armas. Gutiérrez Martínez es el que identificó al otro muerto en el ataque contra Garza Sada. Dijo que se llamaba Hernando Martínez y que era originario de Chihuahua. Mucho después se sabría que era otra persona.


      En ese documento, que está en el expediente 80-57-73, libro 1, del archivo de la DFS, se llegó a conclusiones que fueron oficiales pero que se mostraron, posteriormente, por lo menos como incompletas: la responsabilidad del asesinato, decía, era de la Liga Leninista Espartaco. En la acción participaron Edmundo Medina Flores, como responsable del comando, Juan Corral, Hilario Juárez García, Javier Rodríguez Torres, muerto en ella, y Hernando Martínez, que corrió la misma suerte. Citaba a otros detenidos del mismo grupo político que no participaron en el intento de secuestro de Garza Sada pero sí en robos a bancos, y concluyó diciendo que la primera fase de la investigación estaba concluida porque se averiguó la identificación, la agrupación y la ideología de los que cometieron el atentado. La pregunta obvia es cómo en una investigación de esas características no se intentó avanzar más allá y por qué en ningún momento, a pesar de que estaban desde entonces organizados de la misma forma en que lo están ahora, se relacionó esta investigación con aquel informe de 1972 que anunciaba el intento de secuestro de Garza Sada. La verdad iba mucho más allá.


      LOS ESLABONES PERDIDOS


      Pasaron varios meses y el 20 de abril de 1974 fue detenido y prestó declaración ante el propio Miguel Nazar Haro, todavía subdirector de la DFS, el hombre que era el eslabón entre ambas historias: Héctor Escamilla Lira (alias Víctor, Saúl, Martín o Francisco Martínez Ramírez), quien el 8 de diciembre de 1971 le dijo a Leonel que habían tomado la decisión de secuestrar a Eugenio Garza Sada y a Alejandro Garza Lagüera y, antes, lo había incorporado a la organización guemillera a pesar de que sabía que era policía.


      Héctor Escamilla hizo una muy larga declaración de sus actividades y de su historia política, desde su inicio en las juventudes comunistas hasta su integración en una organización armada. En 1967 conoció a otro dirigente de lo que sería la Liga Espartaco, Raúl Ramos Zavala, y viajó a Moscú, a una escuela de cuadros de la juventud comunista del Partido Comunista de la Unión Soviética. Con él viajó, dijo en su testimonio, otro dirigente de ese mismo grupo “de nombre Jesús Piedra Ibarra, que estudiaba ingeniería mecánica en la Universidad de Nuevo León y que igualmente fue ayudado para realizar ese viaje por Marcos Leonel Posadas”. En 1970, ya habiendo regresado de Moscú, se reencontró con Ramos Zavala y ambos pusieron en contacto sus respectivos grupos, con vistas a operar en una organización armada conjunta. En principio realizaron las diferentes acciones ya relatadas, sobre todo los robos de bancos, particularmente en Monterrey. Pero lo más importante fue que Escamilla Lira, en esa declaración efectuada dos años más tarde, confirmó, casi palabra por palabra, la reunión de la que ya se tenía información desde 1972.


      Dijo en su declaración, que consta en el expediente 11-235-74, libro 11, en el folio 32 del archivo de la DFS, que “como 15 o 20 días después de cometido el referido asalto [el de la sucursal Guadalupe del Banco Regional del Norte] y toda vez que ya contaban con dinero, el grupo acordó efectuar una operación en gran escala y desde luego trataron sobre la conveniencia de secuestrar a algún financiero de Monterrey, por cuyo rescate pedirían entre 10 y 20 millones de pesos y para determinar la persona a secuestrar estuvieron revisando un directorio telefónico y ahí encontraron buenos candidatos para ser secuestrados a los señores Eugenio Garza Sada, Camilo Garza Sada, Manuel Barragán y Carlos Prieto”. Continúa la declaración diciendo que para tener más recursos para cometer ese secuestro deciden cometer un asalto simultáneo en tres bancos en Monterrey. Allí es cuando se formaron los dos comandos de los que se habla en el informe de Leonel en febrero de 1972, el Pablo Alvarado y el Carlos Lamarca. En ellos participaron, confesó el propio Escamilla Lira, Ramos Zavala, Estela Ramos Zavala, Hirales Moran, José Luis Sierra, Rhi Sausi y su esposa Rosalbina Garavito (muchos años después líder en el Senado del PRD), Luis Ángel Garza Villarreal y Jorge Treviño Díaz, entre otros. Por cuestiones de logística no pudieron asaltar tres, sino sólo dos bancos, una sucursal del Banco de Comercio y otra del Banco Nacional de México, ubicadas una frente a la otra, en las calles de Guerrero y Munich.


      Pero efectuado ese doble asalto, en la declaración hay más datos que permiten confirmar que las fuerzas de seguridad tenían controlado al grupo y sabían de sus planes futuros. Inmediatamente después de esos asaltos, algunos integrantes del mismo fueron detenidos. Y unos días más tarde Escamilla Lira se encontró con el citado Leonel, Manuel Saldaña Quiñónez, el mismo de la declaración de 1972 que anunció el intento de secuestro de Garza Sada. Leonel le confesó a Escamilla, al que había ido a buscar a su lugar de trabajo, que había sido detenido y se “había visto obligado a denunciar al exponente [a Escamilla] como uno de los participantes en el asalto a la sucursal Independencia del Banco Regional del Norte y que obtuvo su libertad mediante el compromiso de continuar proporcionando información a la policía y que también había denunciado a Hirales Moran, Isidora López Correa, Ramos Zavala y Sánchez Hirales por lo que el de la voz de inmediato se dirigió a la casa de los padres de Isidora y le indicó a ésta lo comunicado por Saldaña pidiéndole que abandonara la casa de sus padres”. Posteriormente Escamilla se encontró con Hirales Moran, y luego, con su compañera Isidora, se fue a Saltillo.


      Varios de los que participaron en esas acciones fueron detenidos poco después: Alberto Sánchez Hirales, Rhi Sau-si y Rosalbina Garavito, y fue asesinado Raúl Ramos Zavala. Pero Escamilla, al que Leonel había ido a visitar a su trabajo para decirle que estaba trabajando con la policía y que había confesado todas sus actividades, siguió, como otros de los miembros de esos comandos, ya denunciados, en libertad. Eso no impidió que en enero de 1972 regresara con su esposa a la Ciudad de México y que semanas después estuviera viviendo junto con otros de los miembros de la organización armada en una casa en la delegación Gustavo A. Madero. Además, pudieron participar en las reuniones de los dirigentes que habían sobrevivido a esas caídas en una casa cercana, dijo, al metro Moctezuma. Semanas después se les informó que su grupo, junto con otros, había formado la Liga 23 de Septiembre. En mayo Escarnirla recibió la orden de dirigirse a Monterrey, “donde se pone en contacto con Jesús Piedra Ibarra (alias Rafael ), por lo que el de la voz se fue a vivir a la casa de Piedra Ibarra […] que antes de iniciar ese viaje el de la voz [Escamilla, que recordemos estaba detectado ya por los servicios de seguridad desde aquella delación de Leonel] recibió instrucciones personales de José Ángel García Martínez (El Gordo) respecto a que tenía que trasladarse a la ciudad de Monterrey para servir de coordinador de la investigación relacionada con las actividades diarias que acostumbraba desarrollar el señor Eugenio Garza Sada, cuyo secuestro se había decidido por la Liga 23 de Septiembre”. Supo las condiciones que se pedirían para liberar al empresario y que otro comando preparaba otra acción simultánea “como medida de que si fallaba uno por no acceder el gobierno a las exigencias de la Liga, mientras se ajusticiaba a uno de los secuestrados se conservaba al otro como medida de presión”. Quien ordenaba esas acciones llevaba el seudónimo de Mateo, otro cuyo nombre era Bonfilio Cervantes Tavera, que debería tener el contacto con la célula que realizó el intento de secuestro y que estaba asentada en Nuevo Laredo, aunque nunca se explica cómo se contactaron unos con otros.


      A la casa de Jesús Piedra Ibarra llegaron varios dirigentes del grupo que se distribuyeron las tareas previas. A Escamilla Lira le tocó coordinar todo el seguimiento de Garza Sada y decidir el lugar donde lo secuestrarían. Unos días antes del intento de secuestro llegó a Monterrey quien le había confiado esa responsabilidad, José Ángel García Martínez, que, contradictoriamente, le ordenó a Escamilla Lira que dejara la ciudad porque su permanencia en Monterrey “resultaba peligrosa porque la policía lo tenía fichado y lo buscaba por su participación en los asaltos a los bancos”. De allí Escamilla fue a Tampico a reunirse con su esposa, pero inmediatamente después de llegar detuvieron a su esposa Isidora y al dirigente de la Liga, Macario Martínez Torres, que estaba con ellos. Escamilla Lira no fue detenido. Al mismo tiempo, dice, se enteró de que habían asesinado a Garza Sada.


      Escamilla Lira todavía volvió a ponerse en contacto con Jesús Piedra Ibarra, quien lo llevó nuevamente a Monterrey y lo ubicó en una casa. En enero de 1974, señaló Escamilla en su declaración, Piedra Ibarra le dijo que la dirección de la organización había decidido que el responsable de los errores que habían hecho fracasar el secuestro de Garza Sada era el propio Escamilla Lira, pero incluso así lo enviaron a Culiacán, Sinaloa. Allí fue detenido, “por sorpresa”, el 12 de abril de 1974. Una semana después hacía su larguísima declaración.


      Poco antes, la detención y declaración de Elias Orozco Salazar, uno de los principales organizadores del intento de secuestro, que no había sido nombrado en la investigación original, permitió comprobar que esa investigación inicial, que atribuía esa acción a un grupo pequeño y aislado de Nuevo Laredo, era muy superficial, que todo había sido parte de una operación mucho mayor, en la que habían participado numerosas personas e incluso que el muerto en la acción, identificado como Hernando Martínez, era en realidad Anselmo Herrera Chávez.


      ***


      La conclusión es un poco obvia: los documentos en nuestro poder, certificados por el AGN, confirman que el gobierno de Luis Echeverría sabía que se cometería el secuestro de Garza Sada y que tenía, desde año y medio antes, información detallada, vía infiltración, de las actividades de esos grupos. Entonces ¿cómo una dependencia como la DFS, que tenía un control riguroso de las actividades de un grupo armado de estas características, que lo tenía infiltrado, que tenía información precisa hasta de lo que se hablaba en sus reuniones y de sus principales planes operativos, que estaba en condiciones de identificar y seguir a sus dirigentes, que sabía por lo menos desde hacía año y medio antes de que se cometiera la acción que el objetivo de ese grupo era el secuestro de Eugenio Garza Sada, no hizo nada para evitarlo ni detuvo, antes de esa acción, a los miembros de ese comando que tenía identificados desde hacía meses? ¿Por qué inmediatamente después de la acción, en unas horas y sin explicar cómo, por un simple anillo, pudieron detener a los que supuestamente habían participado en el asesinato? ¿Por qué esa investigación original no buscó hacia arriba quiénes eran los que habían ordenado y participado en la acción? ¿Por qué, finalmente, se ocultaron durante tantos años esos detalles y esa información? ¿Qué tanta responsabilidad tuvo el gobierno de Luis Echeverría, por acción u omisión, en el asesinato de Eugenio Garza Sada?


      Esas son las preguntas que requieren una respuesta. Para buscarla debemos penetrar en los archivos del drenaje profundo de la policía mexicana de aquellos años.


      
        


        1 Archivo de la Dirección Federal de Seguridad. IPS, vol. 2646, 20 de septiembre de 1973.
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